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Asunto: Respuesta Solicitud de concepto jurídico integral – Contrato No. 430-2024-CCV-FDLCH (121110) 
 
 
Cordial saludo Apreciado Andrés. 

 

Para dar respuesta a su consulta, resulta necesario indicar que el Estatuto General de Contratación de 

la Administración Pública, contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, así como en las normas 

que las han modificado y las reglamentan, no consagran una regulación expresa sobre la posibilidad de 

modificar los contratos celebrados por las Entidades Estatales. Esto salvo, lo concerniente a la potestad 

exorbitante de modificación unilateral y la regulación que fija los porcentajes límites para adicionar 

valores inicialmente pactados, contenidas en los artículos 16 y 40 de la Ley 80 de 1993 - 

respectivamente. 

 

Lo anterior, encuentra sustento en que, en principio, los contratos deben ejecutarse en las condiciones 

pactadas inicialmente, pues tales condiciones fueron convenidas luego de que la entidad estatal surtiera 

todo el procedimiento previsto para la selección de su contratista y definiera los aspectos, técnicos, 

legales y financieros propios de cada caso, con observancia de los principios de transparencia, economía 

y responsabilidad, así como de todos los demás principios de la función administrativa, aplicables al 

proceso de gestión contractual. La regulación expresa contenida en la Ley se limita a fijar los porcentajes 

límite para adicionar los valores inicialmente pactados, como lo hace el artículo 40 de la Ley 80 de 1993. 

 

Ahora bien, no existe ninguna restricción expresa para modificar los contratos estatales y los mismos 

principios antes referidos ponen en evidencia la necesidad de suscribir documentos de modificación en 

los cuales se cambie parte de las estipulaciones pactadas en un comienzo. En el contexto antes descrito, 

la jurisprudencia ha fijado pautas generales conforme a las cuales la Administración Pública debe 

evaluar, teniendo cuenta las particularidades de cada caso, si resulta procedente suscribir documentos 

de modificación a los contratos que ha celebrado. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional, mediante sentencia C–300 de 2012, se refirió a la posibilidad de 

modificar los contratos estatales así: 

 

“Por regla general, los contratos estatales pueden ser modificados cuando sea necesario para lograr su 

finalidad y en aras de la realización de los fines del Estado, a los cuales sirve el contrato. Así lo prevén 

por ejemplo los artículos 14 y 16 de la ley 80, los cuales facultan a la entidades contratantes a modificar 

los contratos de común acuerdo o de forma unilateral, para “(…) evitar la paralización o la afectación 

grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y adecuada prestación”, 

entre otros. En el mismo sentido, en la sentencia C-949 de 200112, la Corte Constitucional señaló que 

las prórrogas de los contratos –como especie de modificación- pueden ser un instrumento útil para 

lograr los fines propios de la contratación estatal 

 

[…] 

 

La modificación de los contratos estatales es especialmente importante en aquellos por naturaleza 

incompletos, es decir, (i) los afectados por asimetrías de información que impiden la previsión de todas 

las contingencias que pueden afectar su ejecución, y (ii) en el marco de los cuales, por esa misma razón, 

es difícil prever ex ante los remedios necesarios para afrontar tales contingencias, como ocurre por lo 

general con los contratos de largo plazo. En efecto, con el paso del tiempo, pueden surgir nuevas 

exigencias sociales, tecnológicas, culturales, etc. sobre la forma cómo el Estado debe cumplir sus fines 

y sobre cómo se deben prestar los servicios públicos, o simplemente pueden aparecer circunstancias 

extraordinarias e imprevisibles al momento del diseño del negocio, para las que tampoco era posible, 

en dicho momento, prever un remedio adecuado y específico. En este tipo de contratos es preciso 

entonces el diseño de reglas que permitan la adaptación y la resolución pacífica de las controversias 

para evitar el fracaso”. 

 

A su turno, el Consejo de Estado15, ha expresado lo siguiente sobre el asunto: 



 

“La contratación estatal responde de múltiples maneras a ese mandato y, en cuanto al concepto que se 

emite, se resalta que la posibilidad de modificar los contratos estatales es una especial forma de hacer 

prevalecer la finalidad del contrato sobre los restantes elementos del mismo. Por mutabilidad del 

contrato estatal se entiende el derecho que tiene la administración de variar, dadas ciertas condiciones, 

las obligaciones a cargo del contratista particular, cuando sea necesario para el cumplimiento del objeto 

y de los fines generales del Estado. 

 

[…] 

 

La ley permite una cierta discrecionalidad en la toma de las decisiones de modificar los contratos, pues 

es muy difícil regular detalladamente el tema, en especial ante la infinidad de situaciones que pueden 

presentarse durante la ejecución. Por esto utiliza locuciones relativamente amplias, a las que debe 

someterse la administración. A manera de ejemplo, se citan las siguientes tomadas del Estatuto General 

de Contratación de la Administración Pública: mantener las condiciones técnicas, económicas y 

financieras, (artículo 4.8), no sobrevenga mayor onerosidad, (artículo 4.9), acordarán los mecanismos 

y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar … diferencias, (ibídem), evitar la paralización 

y la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y adecuada 

prestación, (artículo 14); etc. Nótese que, sin embargo, en ellas van inmersas las ideas de una causa 

cierta y unos fines públicos que hay que salvaguardar. 

 

Puede adicionarse una razón a las expuestas para justificar que la simple voluntad de las partes no es 

causa de modificación de los contratos estatales, la cual consiste en el respeto por el principio de 

igualdad de los oferentes. Si se acepta que los contratos pueden modificarse por el simple común 

acuerdo, fácilmente se podría licitar determinado objeto con el fin de adjudicárselo a cierta persona, a 

sabiendas de que se cambiarán las obligaciones, una vez celebrado. 

 

De lo expuesto, y a manera de solución al interrogante planteado, surgen estas dos ideas que han 

servido de hilo conductor al análisis que aquí se hace: el mutuo acuerdo es una forma de modificación 

del contrato estatal, la más usada en la práctica y preferida por la legislación vigente; advirtiendo, y 

esta es la segunda idea, que toda modificación debe tener una causa real y cierta, contemplada en la 

ley, diferente de la mera voluntad de los contratantes”. 

 

En el mismo sentido, en el concepto 2263 del 17 de marzo del 2016, la Sala de Consulta y Servicio Civil 

del Consejo de Estado precisó que la regla general es la no modificación del contrato, y la vía excepcional 

su modificación, sometida a ciertos límites legales. Estos límites, en los términos definidos en el referido 

concepto, corresponden a los siguientes: 

 

“1. La necesidad de preservar los principios de igualdad, transparencia y libertad de concurrencia, 

durante la fase de ejecución del contrato. 

 

Este límite encuentra sustento en el hecho de que, para celebrar contratos estatales las entidades 

públicas eligen, dentro de un “régimen de concurrencia y de igualdad, las mejores condiciones de costo, 

calidad e idoneidad de la prestación requerida”, lo que supone que la selección objetiva de la oferta más 

favorable, se dirige a salvaguardar el interés público y, por lo tanto, celebrado el contrato en esas 

condiciones, su eventual modificación debe asegurar que lo adjudicado, y posteriormente alterado, 

consulte la mejor opción para el servicio público. 

 

Así, según lo expuesto en el concepto en cuestión “la aplicación de los principios de transparencia, de 

libertad de concurrencia y de igualdad, consagrados en el Estatuto Contractual, y las reglas sustanciales 

del pliego de condiciones, que permitieron elegir la mejor oferta, previo cumplimiento de los requisitos 

habilitantes y de ponderación, deben ser de estricta observancia por la Administración y por el 

contratista, y sus efectos trascienden y se aplican durante la ejecución del contrato y en su liquidación, 

como garantía de inalterabilidad de lo pactado y de acatamiento a la legalidad de las reglas aplicadas 

en la actuación previa. 

 

2.Límites de orden temporal, entre los que están comprendidos: i) la vigencia del contrato, pues no 

podría modificarse un contrato cuyo plazo ha culminado y ii) la prohibición de consagrar prórrogas 

automáticas, sucesivas o indefinidas, en tanto resultan contrarias al derecho esencial de la libertad de 

competencia. 

 



3. Límites de orden formal, que comprenden: i) La solemnidad del contrato de modificación, derivada 

del carácter solemne del contrato estatal, que exige que la modificación de los contratos conste por 

escrito16; ii) la motivación y justificación de la modificación, la cual constituye un elemento esencial 

que permite determinar la juridicidad y la necesidad de una modificación determinada; así como su 

racionalidad y la proporcionalidad de su contenido.  

 

4. Límites de orden material, que corresponden a: i) la prohibición de modificar las condiciones 

sustanciales del contrato, que se presentará en los casos en que se incluyan elementos que, “habiendo 

figurado en el procedimiento inicial, hubiera permitido la participación de otros interesados aparte de 

los inicialmente admitidos, o seleccionar una oferta distinta de la inicialmente seleccionada”. 

 

Sobre el alcance de dicha prohibición, la Sala de Consulta y Servicio Civil expresó lo siguiente: 

 

“Así, frente a circunstancias excepcionales la Administración podría usar su poder de modificación 

unilateral o realizar las modificaciones de mutuo acuerdo, con el cumplimiento de los requisitos de ley. 

Se trataría de la excepción a la regla general de intangibilidad del contrato. La doctrina y algunos 

pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado aportan los elementos necesarios que 

permiten orientar a la Administración sobre esta vía excepcional y sus requisitos: 

 

- No podría aceptarse un poder ilimitado o absoluto de modificación, aun frente a circunstancias 

excepcionales. Por ello la modificación no podrá afectar el núcleo esencial del objeto, o la naturaleza 

global del contrato. Con independencia de las razones y circunstancias imprevisibles que puedan 

presentarse, no es posible que el contrato mute o se transforme en un contrato sustancialmente distinto. 

Si se sustituyen las obras, los suministros o los servicios pactados por otros diferentes, o se modifica el 

tipo de contratación, o el núcleo esencial del objeto, se presentaría una novación del negocio jurídico y 

su objeto. 

 

[…] 

 

-Las causas que justificarían la modificación del contrato deben obedecer al acaecimiento de situaciones 

o circunstancias imposibles de prever, con una diligencia debida, que hagan imperiosa o necesaria la 

modificación de algunas estipulaciones del contrato, como única manera de conjurarlas. Debe tratarse 

de la existencia de circunstancias surgidas de un riesgo imprevisible, no necesariamente de una situación 

no prevista, que pueda razonablemente considerarse en un futuro mediato o que debieron ser previstas 

en la etapa de planeación del contrato. Ello supone la existencia de circunstancias posteriores, externas 

a las partes y no agravadas por su acción u omisión, puestas de manifiesto o imposibles de advertir en 

la etapa precontractual, que, además, muestren la imposibilidad de cumplir lo pactado inicialmente, o 

su falta de idoneidad. Estas circunstancias pueden obedecer a razones de tipo geológico, 

medioambiental o de otra índole, que no pudieron ser razonablemente previstas. […] 

 

-La existencia de una necesidad de servicio público que justifique la modificación, hasta el punto de 

conjurar la nueva necesidad. La acreditación de estas circunstancias estará a cargo de la entidad estatal, 

justificada en los estudios previos y en la debida motivación del contrato modificatorio. 

 

-El cumplimiento del límite cuantitativo consagrado en la ley para los contratos adicionales. […] 

 

-Debe tratarse de prestaciones necesarias e inseparables técnica o económicamente del contrato inicial, 

que no permitan su uso o aprovechamiento independiente. La modificación de las condiciones de la 

prestación o del contrato debe presuponer que no pueda ser materia de un nuevo proceso de selección, 

o de su contratación con un tercero, en razón a que, por su naturaleza, resulte inseparable técnica o 

económicamente de la prestación pactada en el contrato inicial.” 

 

Conforme a la jurisprudencia citada, para adelantar las modificaciones contractuales, la entidad tiene 

límites de diversa naturaleza, tales como: 

 

Temporal, formal, material y axiológicos. Dentro de los límites de orden temporal están comprendidos: 

i) la vigencia del contrato, pues no podría modificarse un contrato cuyo plazo ha culminado y; ii) la 

prohibición de consagrar prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, en tanto resultan contrarias al 

derecho esencial de la libertad de competencia. 

 

En torno a los límites de orden formal, debe señalarse que, por un lado, es necesario que, la modificación 

de los contratos conste por escrito, dado el carácter solemne del contrato estatal y que sea suscrito por 



el jefe o representante legal o su delegado, de conformidad con los artículos 11 y 12 de la Ley 80 de 

1993, así como el deber de la existencia de las disponibilidades presupuestales para el cumplimiento de 

las obligaciones. Por otro lado, la entidad debe motivar y justificar la modificación. Al respecto el Consejo 

de Estado ha señalado: 

 

“El expediente de contratación y la actuación administrativa inicial que comprende los estudios previos, 

el análisis de riesgos y el presupuesto oficial o estimativo de costos necesario para la modificación del 

contrato, deberán dar cuenta de las razones de interés público que hacen necesario afectar lo 

inicialmente pactado. Como regla general, las mismas razones del deber de planeación para el contrato 

inicial se imponen como requisito previo del contrato modificatorio. 

 

La motivación del contrato modificatorio resulta un elemento esencial que permita determinar su 

juridicidad, la justificación de su necesidad, su racionalidad y la proporcionalidad de su contenido, en 

especial cuando se alteran los aspectos técnicos y financieros iniciales. Se trata de un requisito 

indispensable para el control de legalidad del contrato o del acto de modificación. 

 

La modificación no es una facultad discrecional, cuyo ejercicio penda de criterios de mera conveniencia 

o de utilidad para la entidad estatal o para su contratista, ni puede servir como instrumento ilegal para 

mejorar o hacer más favorables las condiciones económicas del adjudicatario. A diferencia del contrato 

privado, solo procederá por necesidades de interés general que sustenten y justifiquen la legalidad de 

la modificación”. 

 

Los límites materiales corresponden a la prohibición de modificar las condiciones sustanciales del 

contrato, que se presentará en los casos en que se incluyan elementos que, “habiendo figurado en el 

procedimiento inicial, hubiera permitido la participación de otros interesados aparte de los inicialmente 

admitidos, o seleccionar una oferta distinta de la inicialmente seleccionada”. 

 

Finalmente, se encuentran los límites axiológicos, los cuales se fundan en la necesidad de preservar los 

principios de igualdad, transparencia, libertad de concurrencia, selección objetiva y planeación. 

 

Es claro, entonces que, según el marco jurídico y los parámetros fijados por el Consejo de Estado y la 

Corte Constitucional, los cuales comparte la Agencia de Contratación Pública , es jurídicamente viable 

modificar los contratos estatales. No obstante, esta medida tiene carácter excepcional y solo procede 

cuando: se pretenda garantizar el interés público, la entidad haya verificado y cualquiera pueda 

constatar que la causa de la modificación es real y cierta, y la modificación cumpla con las limitaciones 

y condiciones que establezca el ordenamiento jurídico. En otras palabras, la modificación contractual 

encuentra sustento no solo en circunstancias fácticas propias de la ejecución del contrato, sino además 

debe cumplir con los principios y fines de la contratación estatal, así como con las condiciones y 

restricciones legales y jurisprudenciales. 

 

En esta medida, las modificaciones se refieren a alteraciones, variaciones, cambios, correcciones en las 

condiciones y cláusulas del contrato. Estas deben ser suscritas por las partes, sujetándose a lo previsto 

en el ordenamiento jurídico, esto es, que se encuentren debidamente justificadas, que no sean el 

resultado de una indebida planeación y que consten por escrito, de tal manera que de las mismas se 

predique su existencia, validez y eficacia. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, las modificaciones no pueden suponer la variación del objeto del contrato, 

pues esto implica la alteración de su esencia y lo convierte en otro tipo de negocio jurídico. 

 

Como corolario de lo anterior, se evidencia que mediante memorando radicado bajo el No 

20255220004583 del ocho (08) de abril de 2025 la alcaldesa de Chapinero, solicitó la modificación, la 

misma que fue elevada a solicitud de modificación contractual del nueve (09) de abril de 2024, 

debidamente suscrito por la alcaldesa en calidad de ordenadora del gasto, y del apoyo a la supervisión, 

en el cual se evidencia que se trató de un yerro de digitación en la minuta del contrato, como se 

determina en los fundamentos de la modificación, así: 

 
“II. CONVENIENCIA Y JUSTIFICACIÓN DE LA MODIFICACIÓN:  
 

1. Ajuste de la tipología del Contrato en la minuta del Contrato 430-2024-CCV-FDLCH (121110) Revisada la minuta del Contrato 430-

2024-CCV-FDLCH (121110) publicada en SECOP II que establece las condiciones contractuales, se evidencia lo siguiente: 

 



 
 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que el objeto mismo del Contrato hace referencia a la prestación de un servicio así como, las 

obligaciones específicas no solo contemplan la entrega de bienes de manera periódica o continuada si no adicionalmente, comprende 

actividades para el cumplimiento de las metas y objetivos en el marco de los presupuestos participativos, se evidencia que estamos 

frente a la naturaleza del contrato de prestación de servicios que la Ley 80 de 1193 los ha definido en su articulado como “son contratos 

de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 

funcionamiento de la entidad” 

 

Por lo anterior, se hace necesario aclarar la tipología citada en el encabezado de la minuta del Contrato, dado que: 

 

 El objeto contractual contempla la ejecución de actividades profesionales o técnicas por parte de un contratista individual o 
colectivo, y no únicamente la entrega de bienes o elementos tangibles previamente determinados, lo cual corresponde a un 

contrato de suministro. 

 El tipo de contrato debe reflejar con precisión la realidad jurídica y operativa del contrato, de modo que la trazabilidad, 

supervisión y ejecución contractual se mantengan alineadas con el marco normativo vigente y las condiciones establecidas 

por la entidad.  

 

Por lo tanto, se hace necesario corregir la tipología del contrato registrada en el encabezado del clausulado del contrato, a efectos de 

corregir el error de tipo formal mas no de fondo de la naturaleza del contrato la cual, se encuentra descrita y expresa en las obligaciones 

contractuales y el anexo técnico el cual hace parte del contrato mencionado. 

 

(…) 

 

En virtud de lo anterior, la prevalencia del interés general, que es uno de los fundamentos del Estado 

Social y Democrático de Derecho de Colombia, conforme a lo previsto en el artículo 1 de la Constitución, 

implica que la defensa de este interés es una finalidad primordial en materia de contratación estatal y, 

además, un elemento relevante para su fundamento y estructura. Por ello, la entidad estatal debe 

cumplir con los antedichos principios y garantizar que los contratistas también los cumplan, tanto en 

planeación como en la celebración y ejecución del contrato estatal. 

  

La actividad contractual en el Estado social de derecho es una modalidad de gestión pública, regida por 

los principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, economía, imparcialidad y publicidad previstos 

en los artículos 209 y 123 de la Constitución Política. El fin de la contratación pública está directamente 

asociado al cumplimiento del interés general, puesto que el contrato público es uno de aquellos 

“instrumentos jurídicos de los que se vale el Estado para cumplir sus finalidades, hacer efectivos los 

deberes públicos y prestar los servicios a su cargo, con la colaboración de los particulares a quienes 

corresponde ejecutar, a nombre de la administración, las tareas acordadas. De ahí́ que la defensa del 

principio del interés general no solo constituye la finalidad primordial sino el cimiento y la estructura de 

la contratación administrativa, y en esa medida todas las actividades que se desarrollan en torno a la 

contratación pública son preponderantemente regladas, quedando muy poco espacio para la 

discrecionalidad”. Sentencia C-618/12- Corte Constitucional.  

 

En virtud del artículo 49 de la Ley 80 de 1993 el cual reza “Del Saneamiento de los Vicios de 

Procedimiento o de Forma. Ante la ocurrencia de vicios que no constituyan causales de nulidad y cuando 

las necesidades del servicio lo exijan o las reglas de la buena administración lo aconsejen, el Jefe o 

representante legal de la entidad, en acto motivado, podrá́ sanear el correspondiente vicio”, las 

entidades sometidas al régimen de contratación están habilitadas para sanear vicios que encuentre en 

los procesos de contratación.  

 

Por lo cual, con apoyo en la jurisprudencia sentada por el Consejo de Estado, de fecha doce (12) de 

septiembre de 1996, Sección Primera M.P. Dr. Juan Alberto Polo Figueroa, Expediente N°. 3552, se 

determinó ́ en relación con el saneamiento de los actos de la Administración lo siguiente:  

 

El saneamiento de actos anulables es factible cuando, el vicio del acto no es muy grave (...) Tal 

convalidación, por el contrario, no es posible en los eventos de “falta de alguno de sus elementos 

esenciales”, por tratarse de actos radicalmente nulos. A esta categoría pertenecen los actos viciados por 



falta de competencia, por afectación esencial de la voluntad, por no ajustarse a las normas jurídicas 

vigentes y por inexistencia absoluta de motivos. Así́ lo ha entendido la jurisprudencia de esta Sala 

(sentencia de 15 de mayo de 1973, Ponente Dr. Carlos Galindo Pinilla; sentencia de 6 de junio de 1991 

y auto de 20 de junio de 1991, Ponente Dr. Miguel González Rodríguez; y auto de 21 de abril de 1995, 

Ponente Dr. Ernesto Rafael Ariza Muñoz)”.  

 

Que, en igual sentido, se pronunció́ el Consejo de Estado al resolver un recurso extraordinario de súplica, 

de fecha 15 de junio de 2004 Radicación N° 1998-0782:  

 

“En efecto, en la jurisprudencia de las sentencias mencionadas por el suplicante como vulneradas, se 

precisa que la convalidación de los actos administrativos es una figura que se explica por razones de 

eficacia, seguridad de las actuaciones y satisfacción de las necesidades públicas, orientada a remediar 

los defectos o vicios de los actos de la Administración susceptibles de ser saneados. Este saneamiento 

puede tener diverso origen, del administrado, de la Administración Pública e inclusive del propio 

legislador, pero dejando siempre sentado que, frente a vicios o defectos como la inconstitucionalidad, 

la ilicitud no saneable o absoluta, la desviación de poder y la falta de competencia no es posible 

convalidar o remediar el acto viciado o defectuoso”. 

 

Por lo demás, es importante resaltar que el apoyo de la supervisión tiene a su cargo la vigilancia sobre 

la ejecución contractual de los contratos respecto de los cuales ejercen sus correspondientes 

obligaciones. Dicha labor debe ir dirigida a verificar el cumplimiento de las condiciones pactadas, por lo 

que están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la 

ejecución contractual, impartir instrucciones al contratista y hacer recomendaciones encaminadas a 

lograr la correcta ejecución del objeto contratado. De hecho, conforme a lo manifestado por la Agencia 

de Contratación Pública en la mencionada Guía, los supervisores e intervenciones tienen funciones 

generales como “Apoyar el logro de los objetivos contractuales. 

 

Velar por el cumplimiento del contrato en términos de plazos, calidades, cantidades y adecuada 

ejecución de los recursos del contrato. 

 

Mantener en contacto a las partes del contrato. 

 

Evitar la generación de controversias y propender por su rápida solución. 

 

Solicitar informes, llevar a cabo reuniones, integrar comités y desarrollar otras herramientas 

encaminadas a verificar la adecuada ejecución del contrato. 

 

Llevar a cabo las labores de monitoreo y control de riesgos que se le asignen, en coordinación con el 

área responsable de cada riesgo incluido en el mapa correspondiente, así como la identificación y 

tratamiento de los riesgos que puedan surgir durante las diversas etapas del contrato. 

 

Aprobar o rechazar por escrito, de forma oportuna y motivada la entrega de los bienes o servicios, 

cuando éstos no se ajustan a lo requerido en el contrato, especificaciones técnicas, condiciones y/o 

calidades acordadas. 

 

Suscribir las actas que se generen durante la ejecución del contrato para dejar documentadas diversas 

situaciones y entre las que se encuentran:  

 

actas de actas parciales de avance, actas parciales de recibo y actas de recibo final. 

 

Informar a la Entidad Estatal de hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción 

tipificados como conductas punibles, o que pongan en riesgo el cumplimiento del contrato; así como 

entregar los soportes necesarios para que la Entidad Estatal desarrolle las actividades correspondientes. 

 

Informar a la Entidad Estatal cuando se presente incumplimiento contractual; así como entregar los 

soportes necesarios para que la Entidad Estatal desarrolle las actividades correspondientes”.  

 

Según se desprende del apartado en cita, el ejercicio de la vigilancia de la ejecución del contrato estatal 

conlleva la tarea de velar por el cumplimiento de los plazos, calidades, cantidades y adecuada ejecución 

de los recursos del contrato. 

 

Así las cosas, el Manual de Contratación de la Secretaria de Gobierno señala: 



 

La contratación estatal está ligada a la correcta administración e inversión de los recursos públicos, por 

esta razón, garantizar la vigilancia y control sobre la correcta y debida ejecución de sus contratos, es 

una función de la administración pública, inherente a la actividad contractual que adelanta, 

constituyéndose ésta en una obligación de la Entidad contratante que se encuentra en la esfera del 

principio de responsabilidad propio de la contratación estatal.  

 

De ahí surge la necesidad que se establezcan formas para realizar la vigilancia y control a través de 

figuras como la interventoría, la supervisión y el apoyo a la supervisión para que desarrollen esta función 

en los aspectos técnicos, administrativos, financieros, contables y jurídicos que se presentan en la 

ejecución de un contrato. 

 

Por lo que, la viabilidad de efectuar los pagos pendientes son de exclusiva responsabilidad del apoyo a 

la supervisión con base en el cumplimiento del objeto del contrato y de sus correspondientes 

obligaciones. 

 

Como corolario de lo anterior, se advierte que se debe dar cumplimiento al principio de responsabilidad: 

 

En virtud de este principio: 

 

1. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a 

vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista 

y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. 

 

2. Los contratistas responderán también por la acción o la omisión en que incurran y que lesione los 

intereses de la administración. (...)” 

 

Por lo cual,  el ejercicio de la vigilancia de la ejecución del contrato estatal conlleva la tarea de velar por 

el cumplimiento de los plazos, calidades, cantidades y adecuada ejecución de los recursos del contrato. 

Debido a esto, es a los supervisores y/o interventores a quienes corresponde, en primera medida, 

verificar las entregas de bienes, obras o servicios realizadas por el contratista, determinando si las 

mismas se ajustan a las condiciones pactadas. Tales actividades propias de la custodia a la debida 

ejecución de los contratos estatales también implican el deber de supervisores e interventores de 

concurrir a la suscripción de documentos como actas parciales de avance, actas parciales de recibo, 

actas de recibo final, entre otros. 

 

Cordialmente  

 

 

 

 
Liliana Angelica Ramirez Alvarez 

Contratista contratación CPS-002-2026 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


